
1.  Hábitat, Vivienda y Servicios Públicos como derechos 
 
En nuestro gobierno, lideraremos una política de hábitat, vivienda y servicios públicos 
ordenada alrededor del agua que permita superar la profunda desigualdad, la primacía del 
negocio sobre los derechos, la gestión local y comunitaria y la protección de la naturaleza 
bajo un nuevo marco regulatorio que dinamice una relación virtuosa entre Estado, agentes 
de mercado y sociedad en la que las comunidades participen efectivamente a través de 
procesos asociativos y alianzas público-populares. Las políticas públicas reconocerán la 
construcción social del territorio y la necesidad de producir hábitat integral en todos los 
espacios, urbanos, de centros poblados y rurales y avanzaremos en particular en una 
política pública de vivienda social que permita remontar la desigualdad y exclusión de los 
habitantes rurales y de la ciudad informal.  
 
Toda esta transformación debe hacerse de la mano con el ajuste normativo a las leyes 388 
de 1997 y 1454 de 2011 de Ordenamiento Territorial para enfocar la reorganización 
territorial del país alrededor del agua, permitiendo autonomía, articulación y 
financiamiento a los territorios, incluidos los del campesinado y los pueblos 
afrodescendientes, negros, palenqueros, raizales e indígenas. Esto implica la 
democratización del espacio urbano y rural ya explicado en la transición hacia una economía 
productiva. 
 
Vivienda digna: Promoveremos los procesos asociativos, autogestionarios y de 
autoconstrucción con enfoque territorial y asistencia técnica para el acceso a la vivienda a 
través de organizaciones populares de vivienda, eliminando la obligatoriedad de tener 
previamente suelo. Se fortalecerá la institucionalidad local para avanzar en programas de 
reasentamientos, titulación de predios y mejoramiento de vivienda y de barrios, desarrollo 
de intervenciones integrales y sostenibles que reconozcan las particularidades del hábitat 
popular. El Estado definirá los mecanismos para que los municipios del país estén obligados 
a producir bancos de suelos públicos.  
 
Se impulsará el programa nacional de mejoramiento barrial comunitario, como mecanismo 
de regularización urbanística o legalización de barrios y del mejoramiento integral de 
barrios. Se impulsará el saneamiento y masificación de la titulación (escrituración) como 
garantía del derecho a la vivienda, al mismo tiempo que se promoverán los proyectos 
intersectoriales de mejoramiento integral de asentamientos humanos con salud, ambiente, 
cultura, etc. La promoción de hábitat verde será una prioridad en todo el territorio nacional, 
como apuesta por la producción de oxígeno y sumideros naturales de gas carbono. 
 
La política de vivienda adoptará una reglamentación que promueva proyectos de 
construcción a partir de los materiales del lugar, que implementen ahorros de energía y 
agua, y gestión de residuos orientada al aprovechamiento, así como el uso de tecnologías 
como paneles solares y tecnologías limpias para el saneamiento, con propuestas 
innovadoras adecuadas a los hábitos y costumbres de los hogares, así como a las 
condiciones ambientales y paisajísticas de las zonas.  



La reglamentación de la Vivienda de interés social y Vivienda de Interés prioritario tendrá 
que ser revisada a ajustada a través del Reglamento técnico mínimo obligatorio sobre la VIS 
y VIP. Los instrumentos de uso de bienes fiscales, mayor tributación a los lotes de engorde 
y declaratoria de desarrollo, construcción y uso prioritario y reajustes de terrenos serán 
fortalecidos y la asignación de recursos nacionales para vivienda estará condicionado al uso 
de esos instrumentos. Los porcentajes de suelo destinados a vivienda de interés prioritario 
y social se establecerán de acuerdo con el crecimiento de los hogares y sus condiciones 
socioeconómicas en cada centro urbano.  
 
Se promoverán programas de mejoramiento de edificaciones patrimoniales con oferta de 
vivienda de interés social o con programas de vivienda para clases medias y proyectos de 
revitalización con protección de los propietarios originales y con oferta de vivienda de 
interés social y prioritario.  
 
La democratización del crédito permitirá el acceso a la vivienda con progresividad que 
incluya líneas especiales complementadas con subsidios para la compra y el mejoramiento 
de la vivienda popular. Estableceremos facilidades para el acceso a locales en 
arrendamiento para emprendimientos de la economía popular. Para la vivienda no popular 
se promoverán sistemas de crédito hipotecario que permitan a las familias adquirir vivienda 
en plazos y tasas acordes con el ingreso familiar. 
 
Por la vía de las alianzas público-populares con organizaciones sociales y comunitarias en 
los territorios, se impulsará un programa masivo de construcción y mejoramiento de 
viviendas rurales y urbanas en asentamientos de origen informal, adecuada culturalmente 
a las realidades regionales que considere la construcción vernácula, resolviendo problemas 
estructurales de orden regulatorio, financiero, técnico y operativo. 
 
Desarrollaremos una política pública de arrendamiento con una gama de alternativas que 
incluya la construcción de equipamiento estatal, construcción y/o ampliación de vivienda 
usada para alquiler, combinación de incentivos de crédito y subsidio bajo modelos 
conduzcan a que las personas se puedan convertir a mediano plazo en propietarios. 
 
Agua y Saneamiento básica, derechos y protección de la vida: Asumimos el agua como 
derecho fundamental y en esa medida garantizaremos el suministro de agua potable en 
todo el territorio nacional y el mínimo vital de agua en todo el país. En zonas rurales, 
veredas, municipios pequeños e islas se impulsarán los acueductos comunitarios 
articulando saberes tradicionales con asistencia científica y tecnológica. Mejoraremos en 
calidad y cobertura los sistemas de alcantarillado e impulsaremos alternativas tecnológicas 
para reducir los impactos a la naturaleza. Los botaderos a cielo abierto serán prohibidos, y 
se minimizará la tecnología de disposición final hacia tecnologías de aprovechamiento, para 
lo cual se actualizarán los Planes de Gestión Integral de Residuos Sólidos. El servicio público 
domiciliario de aseo se reglamentará de manera que las organizaciones de recicladores 
debidamente identificados y registrados por las Entidades Territoriales, puedan ser 
operadores del servicio de aprovechamiento. 



Para lo cual las entidades territoriales dotarán de infraestructuras de bodegas y parques 
tecnológicos en los POT. Es necesaria la modificación de la ley 142 de servicios públicos para 
ampliar la participación de organizaciones comunitarias en la prestación de los servicios 
públicos bajo parámetros regulados de calidad y capacidad técnica. 
 

2. Ordenamiento territorial alrededor del agua 
 
Ordenaremos el territorio alrededor del agua como el camino fundamental en la planeación 
para la vida, más allá de las lógicas del mercado que segregan y depredan nuestras regiones. 
Impulsaremos las actividades productivas acordes con la protección de la naturaleza y en 
armonía con las prácticas culturales, los procesos organizativos comunitarios en función de 
la autonomía y la gobernanza ambiental del territorio.  
 
El agua, bien común y derecho fundamental. En la vía de armonizar la función ecológica con 
la prestación del servicio público en el marco de la seguridad y soberanía hídrica, 
protegeremos todos los complejos de páramo, los acuíferos y cuencas abastecedoras y 
garantizaremos el agua como derecho fundamental y bien común de acceso universal que 
permita brindar el mínimo vital a toda la población colombiana. En zonas rurales, veredas, 
municipios pequeños e islas se impulsarán los acueductos comunitarios articulando saberes 
tradicionales con asistencia científica y tecnológica. En los centros urbanos impulsaremos 
sistemas de drenaje sostenible. Mejoraremos en calidad y cobertura los sistemas de 
alcantarillado e impulsaremos alternativas tecnológicas para reducir los impactos a la 
naturaleza. Mejoraremos calidad y reduciremos costos de los servicios públicos 
domiciliarios. 
 
Democratización del acceso y uso del agua. Restableceremos el acceso equitativo al agua 
para los diversos usos, incluyendo las nuevas iniciativas de reactivación productiva del 
campo, bajo un esquema de gestión pública donde las cargas y beneficios no generen 
segregación ni privilegios. Se restablecerá el control ambiental de las cuencas hidrográficas 
destinadas a la generación de energía y proyectos mineros, por parte de las autoridades 
ambientales para garantizar la gobernanza del agua.   
 
Poder para la gente en las decisiones ambientales. En nuestro gobierno será de carácter 
vinculante la participación de la gente en las decisiones que tengan que ver con su territorio. 
Se respetarán las relaciones ecológicas y culturales que integran a las ciudades con el campo 
y la autonomía de los municipios en las decisiones de carácter regional. Respetaremos las 
consultas populares y las consultas previas informadas.  Desde el gobierno nacional y con 
la activa participación del campesinado, los pueblos indígenas, afrodescendientes, negros, 
raizales, palenqueros, rrom y la población en general, se apoyará a los municipios en la 
actualización e implementación de sus instrumentos de planificación cuyo eje sea el respeto 
por el agua y la diversidad cultural, fomentando la revitalización de las economías locales y 
propendiendo por la adaptación al cambio climático. 
 
Sistema Nacional Ambiental en defensa de la vida. 



 
Promoveremos dentro de la agenda de la política internacional de Colombia un gran frente 
americano de lucha contra el cambio climático, que incluye rescatar la selva amazónica y 
revitalizarla como el gran pulmón de la humanidad con la obtención de dividendos por 
absorción de carbono. Buscaremos la financiación de la descarbonización de las economías 
que nos permita obtener compensaciones por dejar enterradas las reservas de carbón y 
petróleo y establecer una política tributaria justa y progresiva acudiendo al enfoque de 
justicia climática. Tendremos autoridades ambientales que cumplan con su misión 
constitucional, blindadas contra intereses políticos y corruptos, verdaderamente 
autónomas y con una jurisdicción basada en las cuencas hidrográficas. Se separarán las 
funciones de gestión ambiental y de autoridad para garantizar el efectivo control, 
seguimiento y sanción. Los estudios de impacto ambiental y de riesgos se asumirán 
directamente por parte de las autoridades correspondientes a costo del responsable del 
proyecto, para garantizar la objetiva aplicación del principio de precaución e imponer las 
medidas pertinentes para la protección de la naturaleza y la reducción de riesgos. Las 
autoridades indígenas y de comunidades afrodescendientes actuarán como autoridad 
ambiental en sus territorios respectivos. Se integrarán las institucionalidades ambientales, 
de gestión del riesgo de desastre, y de gestión de cambio climático. 
 
Mares y costas revitalizadas. 
 
 Recuperaremos, protegeremos y revitalizaremos los mares y costas como territorios para 
la vida, reconociendo la diversidad biológica y cultural. Defenderemos los ecosistemas 
marinos y las áreas insulares, recuperaremos nuestras costas y playas como espacios 
públicos fundamentales para la adaptación al cambio climático. Transitaremos hacia una 
economía productiva que incluya una industria pesquera y turística protectora de la 
naturaleza y con alta participación de la economía popular, dejando atrás el modelo 
depredador que viene incrementando los riesgos asociados al cambio climático, 
contaminando y ocupando las playas, destruyendo manglares y arrecifes coralinos, 
desplazando la fauna marina y empobreciendo a pescadores y comunidades costeras. Ríos 
vivos y en su cauce. Garantizaremos la función ecológica y cultural de los ríos, para lo cual 
mantendremos y recuperaremos el espacio del rio y sus condiciones naturales, 
descontaminaremos sus aguas, restableceremos la conectividad hídrica con sus ciénegas o 
humedales y defenderemos su biodiversidad. Apoyaremos la pesca artesanal como 
expresión cultural y modo de vida de las poblaciones ribereñas. Rehabilitaremos la 
navegabilidad y la infraestructura fluvial con el propósito de fortalecer la productividad 
nacional, la actividad turística y el desarrollo socioeconómico de las comunidades. 
 

3. Democratizar el espacio urbano para habitar ciudades más humanas 
 
Impulsaremos una política urbana nacional dirigida a combatir la segregación social y 
espacial; retomaremos los avances locales en la construcción de ciudades humanas, verdes, 
incluyentes y productivas y propenderemos para que los gobiernos locales mejoren su base 
fiscal, con base en instrumentos para la equidad frente a obligaciones urbanísticas y 



distribución de cargas y beneficios. Fomentaremos los instrumentos de integración regional 
particularmente alrededor de temas sustanciales como la gestión del agua, gestión del 
riesgo, manejo de residuos, sub-urbanización y expansión urbana, así como cierre de 
brechas campo ciudad.  
 
Los gobiernos urbanos deben mejorar su base fiscal, con base en de instrumentos de 
financiación enfocados a la equidad en materia de obligaciones urbanísticas y sistemas de 
distribución de cargas y beneficios. Se aplicarán los mecanismos jurídicos disponibles para 
intervenir en el mercado de la tierra urbana y mejorar las fuentes de financiación con base 
en la movilización de plusvalías. Activaremos un plan nacional de convergencia, en términos 
de calidad de vida, entre los centros urbanos más dinámicos y aquellos donde se concentra 
la pobreza y la integración regional se hará alrededor del agua, la dinamización del 
transporte multimodal para una economía productiva y el cambio de la matriz energética. 
 

Adoptaremos, de la mano de los gobiernos municipales urbanos y de las organizaciones 
sociales, instrumentos para proteger la permanencia de las familias de medianos y bajos 
ingresos en las zonas centrales y para promover programas de revitalización urbana 
incluyentes, respetuosos de las actividades económicas y populares tradicionales y con 
oferta de vivienda de interés prioritario y social y en alquiler. Se pondrá en marcha un 
programa concertado con los gobiernos municipales y las organizaciones sociales y 
comunitarias para la legalización, el mejoramiento integral de barrios y viviendas, la 
adaptación al cambio climático y el reconocimiento legal de las edificaciones, para 
reconocer el esfuerzo que han hecho las familias en autogestionar la vivienda y para 
mejorar sus condiciones de calidad de vida y seguridad. La política urbana nacional 
incorporará el paradigma de la reutilización de la ciudad construida y, por tanto, la apuesta 
de los centros históricos será la rehabilitación y reciclaje de tejidos, estructuras y actividades 
existentes. La democratización de la ciudad implica crear todas las condiciones de 
protección a la economía popular, en el marco de lo cual, entre otras, cesará la persecución 
policial a los trabajadores informales, quienes de forma organizada accederá a procesos de 
formación y fortalecimiento y participarán de forma vinculante en la construcción de la 
política del espacio público. La policía como órgano civil de la sociedad, actuará en primera 
instancia con herramientas de carácter pedagógico. 


